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MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 5268 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 
1722/2007, de 21 de diciembre, por el que se 
desarrolla la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo, en materia de órganos, instrumen-
tos de coordinación y evaluación del Sistema 
Nacional de Empleo.

Advertido error en el Real Decreto 1722/2007, de 21 de 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 56/2003, de 16 
de diciembre, de Empleo, en materia de órganos, instru-
mentos de coordinación y evaluación del Sistema Nacio-
nal de Empleo, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 20, de 23 de enero de 2008, se procede a efectuar 
la oportuna rectificación:

En la página 4446, segunda columna, en la disposi-
ción adicional segunda, donde dice: «En el marco de lo 
establecido en el artículo 18 del presente real decreto…», 
debe decir: «En el marco de lo establecido en el artículo 19 
del presente real decreto…». 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 5269 REAL DECRETO 223/2008, de 15 de febrero, 
por el que se aprueban el Reglamento sobre 
condiciones técnicas y garantías de seguridad 
en líneas eléctricas de alta tensión y sus ins-
trucciones técnicas complementarias ITC-LAT 
01 a 09.

El vigente Reglamento de Líneas Eléctricas Aéreas de 
Alta Tensión fue aprobado por Decreto 3151/1968, de 28 de 
noviembre, conteniendo únicamente prescripciones técni-
cas. La autorización administrativa previa a su realización 
se regía por el Decreto 2617/1966, de 20 de octubre; la 
expropiación forzosa se posibilitaba por la Ley 10/1966, 
de 18 de marzo y su Reglamento, aprobado por Decre-
to 2619/1966, de 20 de octubre, los cuales, a su vez, regula-
ban la potestad sancionadora; asimismo, para determinar 
las condiciones de mantenimiento e inspecciones periódi-
cas se recurría al artículo 92 del Reglamento de Verifica-
ciones Eléctricas y Regularidad en el Suministro de Ener-
gía, aprobado por Decreto de 12 de marzo de 1954, en la 
redacción dada por el Real Decreto 724/1979, de 2 de 
febrero.

El propio marco técnico en que se promulgó ese 
reglamento ha variado considerablemente, con la intro-
ducción de nuevos materiales, técnicas, procedimientos y 
necesidades sociales.

Mucho mayor aún ha sido la variación experimentada 
en el ordenamiento jurídico, como consecuencia, funda-
mentalmente, de la promulgación de la Constitución 
Española y de la adhesión de España a la Comunidad 
Europea, lo que ha significado, en cuanto al tratamiento 
administrativo, por ejemplo, el traspaso de funciones desde 
la Administración General del Estado a las comunidades 
autónomas cuando se trata de instalaciones ubicadas exclu-
sivamente en sus respectivos territorios, y la necesidad de 
coordinación en los demás casos, o la necesidad de cum-

plir la liberalización económica que, como en otros cam-
pos, se ha materializado de manera espectacular en el 
ámbito energético en general y el sector eléctrico en par-
ticular, obligando a adaptar todos los procedimientos y 
agentes intervinientes.

Dos leyes básicas se aplican a las instalaciones con-
templadas en el reglamento que ahora se aprueba: con 
carácter sectorial, la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del 
Sector Eléctrico, y con carácter horizontal, pero especial-
mente en materia de seguridad, la Ley 21/1992, de 16 de 
julio, de Industria.

Así, por ejemplo, el artículo 3 de la Ley 54/1997, de 27 
de noviembre, confiere a la Administración General del 
Estado la competencia para establecer los requisitos 
mínimos de calidad y seguridad que han de regir el sumi-
nistro de energía eléctrica, así como la de autorizar las 
instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento 
afecte a más de una comunidad autónoma o el transporte 
o distribución salga del ámbito territorial de una de ellas.

Por lo demás, el artículo 51.1 de dicha Ley 54/1997,
de 27 de noviembre, se remite a lo previsto en la citada 
Ley 21/1992, de 16 de julio, respecto de las normas técni-
cas de seguridad y calidad industriales que hayan de 
cumplir las instalaciones de producción, transporte y dis-
tribución de energía eléctrica, las destinadas a su recep-
ción por los usuarios, los equipos de consumo, así como 
los elementos técnicos y materiales para las instalaciones 
eléctricas.

El mismo artículo 51, en su apartado 3, indica, igual-
mente, que sin perjuicio de las restantes autorizaciones 
reguladas por la Ley, a los efectos considerados en este 
artículo, la construcción, ampliación o modificación de 
instalaciones eléctricas requerirá autorización administra-
tiva, según disponga la reglamentación correspondiente.

Otros aspectos a destacar de la referida Ley del Sector 
Eléctrico son que su título IX se refiere a expropiación y 
servidumbres y, por último, que incorpora un régimen 
sancionador que cubre infracciones también en el ámbito 
del reglamento que ahora se aprueba.

Por su parte, la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Indus-
tria, dedica su título III a la seguridad y calidad industria-
les y, más concretamente, el capítulo I de dicho título a la 
seguridad industrial, definiéndola y determinando sus 
objetivos.

El artículo 12 de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de 
Industria, se refiere, específicamente, a los reglamentos 
de seguridad, los cuales deberán establecer los requisitos 
de seguridad de las instalaciones, los procedimientos de 
conformidad con las mismas, las responsabilidades de 
los titulares y las condiciones de equipamiento, medios y 
capacidad técnica que deben reunir los agentes intervi-
nientes en las distintas fases en relación con las instala-
ciones, así como la posibilidad de su control mediante 
inspecciones periódicas.

De acuerdo con el apartado 5 del citado artículo 12, los 
reglamentos de seguridad de ámbito estatal se aprobarán 
por el Gobierno de la Nación, sin perjuicio de que las 
comunidades autónomas puedan introducir requisitos 
adicionales sobre las mismas materias, cuando se trate 
de instalaciones radicadas en su territorio.

En su artículo 15, la Ley 21/1992, de 16 de julio, de 
Industria, define las características y requisitos que deben 
reunir los organismos de control, como entidades encar-
gadas de llevar a cabo las inspecciones reglamentarias.

Además, en su título V, esta misma norma legal recoge 
el régimen de infracciones y sanciones en materia de 
industria y, en particular, sobre cuestiones relacionadas 
con la seguridad de las instalaciones.

De acuerdo con este marco legal, mediante el pre-
sente real decreto se aprueba un conjunto normativo que, 
en línea con otros vigentes en materia de seguridad 
industrial, adopta la forma de un reglamento que con-
tiene las disposiciones técnicas y administrativas genera-


